Tema 1
Ordenamiento jurídico y deporte.
1. Constitución y deporte. Fomento de la actividad deportiva (art. 43.3): A) Contenido del precepto. B) Valor normativo C) Efectos jurídicos (art. 53.3). 2. Legislación estatal deportiva: A) Características principales de la Ley 10/1990 del deporte y su desarrollo reglamentario. B) Otras normativas relacionadas con el deporte. 3. El Estatuto de Autonomía valenciano, la Ley 4/1993, de 20 de diciembre, del deporte de la Comunidad Valenciana y su desarrollo reglamentario. 4.  La Ley 2/2011, de 22 de marzo, de la Generalitat, del Deporte y la Actividad Física de la Comunitat Valenciana.
1.- Constitución y deporte. Fomento de la actividad deportiva (art. 43.3).

A) Contenido del precepto. 

La Constitución Española de 1978 dedica una parca alusión al deporte en su art. 43.3. 

«Art. 43.

1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.

2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto. 

3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo facilitarán la adecuada utilización del ocio.»

A la vista de la redacción del precepto la primera nota a tener en cuenta es la de su ubicación material, pues parece que la Constitución haya pretendido vincular el fomento de la práctica deportiva con la protección de la salud de las personas. Este enfoque ha hecho sin embargo que se descuiden otros tantos bienes jurídicos con los que está relacionado íntimamente el deporte, como por ejemplo la educación y el aprendizaje trasversal de valores más allá de la salud, como el compañerismo, el respeto al adversario, la participación, la superación personal, el sacrificio, la disciplina, etc. No obstante, ello no es obstáculo para que desde el ámbito de la educación sus normativas reguladoras no hayan abandonado nunca la inclusión de la actividad física y deportiva entre las materias a desarrollar por el sistema educativo. Por otra parte, el deporte se encuentra vinculado a otros elementos de importancia que no pueden ser ajenos a la protección del derecho, como su dimensión cultural, repercusión social, lúdica, económica, etc., y que deben encontrar respuesta a nivel normativo. 

Pero sin duda alguna, la cuestión de mayor importancia en torno a su contenido radica en desentrañar el alcance atribuible a la referencia constitucional a que «los poderes públicos fomentarán…, la educación física y el deporte.». Se ha teorizado mucho acerca del significado que debía de darse al término «fomentarán». Parece que debamos desterrar de plano una primera interpretación que nos conduciría a identificarla con una de las tres clásicas formas de actuación de la Administración que en su día clasificara Jordano Fraga, en policía administrativa, servicio público y fomento, que se identifica principalmente con la actividad subvencional administrativa. Así pues, de asumir esta tesis, la consideración al fomento del deporte conduciría a pensar que la Constitución ha querido tan solo que la Administración emplee la técnica de la subvención para la promoción deportiva. Y evidentemente no parece que ésta sea una solución ni lógica ni por lo demás ajustada a la realidad actual. 

Partiendo de esta base, el significado que se le debe atribuir al fomento, tiene que ver más con un macroplanteamiento de intervención pública sobre el deporte a distintos niveles que van más allá del puro fomento (Real Ferrer)
. Se trata de que los poderes públicos realicen funciones de ordenación de la actividad deportiva, así como de prestación de servicios públicos deportivos. No puede limitarse la Administración a entregar periódicamente cantidades de dinero para promocionar el deporte, sino que su cometido es mucho más amplio y comprende tanto su regulación, por ejemplo en el ámbito escolar, profesional, competitivo, laboral, sanitario, disciplinario, federativo, asociativo, etc., además procurar crear las condiciones necesarias (instalaciones, servicios, atención, etc.) para que el ciudadano tenga un acceso adecuado a la práctica deportiva y a un precio razonable. Cualquier otro planteamiento que no sea éste haría prácticamente inservible la previsión constitucional de fomento del deporte, y reduciría a un papel muy secundario el grado de implicación pública en esta actividad.

B) Valor normativo.

El art. 43.3 CE se halla incluido dentro del Título I (De los derechos y deberes fundamentales), y más concretamente en el Capítulo III, que está dedicado a los «Principios rectores de la política social y económica». Se trata, por tanto, de una serie de derechos fundamentales desde el punto de vista axiológico que, sin embargo, no van a tener el mismo tratamiento ni consecuencias jurídicas que otros derechos fundamentales de mayor entidad. 


En efecto, la valoración normativa de estos principios en la doctrina estuvo inicialmente polarizada por dos posiciones enfrentadas entre sí. Por un lado, Garrido Falla
 que niega en general el carácter normativo de estos preceptos, de manera que no pueden considerarse como derechos públicos subjetivos, y representan simplemente un objetivo a alcanzar por el Estado, poniendo precisamente el ejemplo del derecho a la protección de la salud que sólo manifiesta «los buenos y píos deseos de la retórica constitucional». Contrariamente, García de Enterría
, mantiene que los principios rectores son normas jurídicas de aplicación directa e inmediata, y que si bien existe otro tipo de derechos de mayor alcance y significación, ello no empece para que también éstos produzcan consecuencias jurídicas y, por tanto, no estamos ante disposiciones de mero carácter programático. Así mismo el propio Tribunal Constitucional
, ha secundado esta misma tesis confiriendo a los principios rectores un contenido normativo. 

C) Efectos jurídicos (art. 53.3).
Al margen de una u otra opción, lo cierto es que la Constitución Española, en su art. 53, establece los medios de garantía para materializar y proteger todos los derechos que enuncia, protegiéndolos de manera desigual. En concreto, de los principios rectores, el art. 53.3 CE manifiesta que

«El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero, informará la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.»

Como se aprecia, el valor normativo de estos principios se proyecta sobre distintos planos. Por un lado, su contenido axiológico debe informar o inspirar la legislación que se los regule sin que en ningún caso pueda ir en contra de su propio postulado. Sería absurdo, y por lo demás inconstitucional, que una norma fuera en contra del mismo deporte. Por otro lado, también la interpretación que puedan hacer los tribunales y los poderes públicos en ejecución de las normas debe venir inspirada por dichos principios sin que tampoco se puedan dar situaciones injustificadas que contravinieran el valor deporte. Por último, como característica de exigibilidad y tutela judicial de los mismos, afirma la Constitución que solamente podrán ser invocados en la misma medida que una ley lo establezca. Lo cual permite al legislador perfilar el grado de protección de los principios rectores ante los tribunales, y paralelamente limitar a los ciudadanos la posibilidad de exigirlos dependiendo todo de los concretos derechos que se reconozcan en dicha normativa.

Ahora bien, por mucho que le atribuyamos a la referencia constitucional de fomento un largo alcance, no deja de ser un principio rector, y como tal su carga normativa y consecuencias jurídicas son las que dispone el art. 53.3 ya aludido. Esto comporta una serie de consecuencias prácticas. 

En primer lugar, ninguno de los principios rectores del Capítulo III se configura como un clásico derecho público subjetivo. Es decir, jamás podrán generar por sí solos un derecho público subjetivo en el administrado que correlativamente cree una obligación positiva en el Estado de realizar una prestación singularizada. Por más que le atribuyamos a la Administración una obligación de ordenar y procurar por un servicio público deportivo, los verdaderos derechos subjetivos nacerán de la ley que los desarrolle, pues solamente son exigibles judicialmente en la medida en que éstas lo dispongan. Ahora bien, ello tampoco significa que su inclusión responda a meros programas de actuación pública sin ninguna consecuencia jurídica. Y de hecho, así de evidente se muestra, por un lado, en el mandato del art. 9.1 CE de que los poderes públicos están sujetos a la Constitución, y por otro, la obligación del art. 53.3 de que tales principios informen el contenido preciso de la Ley, la práctica judicial y los poderes públicos. Este precepto ha llevado a la jurisprudencia constitucional a afirmar que existe una vinculación directa entre los propios principios y el conjunto de poderes públicos. Vinculación que supone principalmente la existencia de dos relaciones. Por un lado, se deduce claramente que los principios rectores asumen la naturaleza de mandato de desarrollo para el poder legislativo y la propia Administración, sin que deba incurrir en situaciones de inactividad legislativa, ni administrativa. Y por otro lado, la vinculación viene determinada por su carácter de informador del ordenamiento jurídico que supone un límite material en la actuación pública. Y que se concreta: primeramente en el contenido del texto legal que debe materializar los valores que alberga el principio; en nuestro caso, las actividades que deban incluirse dentro de los conceptos de actividad física y deporte. Pero posteriormente, en la interpretación de la Administración en el ejercicio de su potestad reglamentaria, que sin vulnerar la legalidad, debe desarrollar la ley conforme al precepto constitucional. 

En cuanto a los medios de tutela judicial y de protección de los principios rectores, es evidente que de acuerdo al art. 43.3 CE todos los derechos públicos subjetivos que se generen a raíz de la regulación del deporte en sus diferentes facetas y ámbitos, (escolar, profesional, sanitario, dopaje, disciplinario, etc.) podrán exigirse ante la jurisdicción ordinaria en la medida y proporción en que sean recogidos por la ley. Pero ello no quiere decir que los tribunales interpreten sólo estas leyes consideradas como un elemento aislado, sino que además, el proceso de decisión («práctica judicial») se encontrará directamente informado por el derecho constitucional a la educación física y al deporte, en el sentido de interpretar las normas conforme a los valores que éste encierra, y realizando, por tanto, una función de integración del ordenamiento. 

Por otro lado, dentro del estricto marco jurídico que determinan las leyes deportivas, se generan dos tipos de derechos públicos subjetivos
: los activos y los reaccionales. Los activos permiten exigir el cumplimiento de concretas y específicas obligaciones de la Administración impuestas, bien por una norma jurídica, bien por la existencia de una relación jurídica-administrativa entre ambos sujetos. Así se puede invocar el derecho a recibir una educación física en los centros de enseñanza, a la constitución de asociaciones deportivas, el derecho a competir, etc. Por su parte, los derechos subjetivos reaccionales tienen un alcance mucho más general, permitiendo fiscalizar la legalidad de toda la actuación de los poderes públicos que pueda menoscabar un interés legítimo del administrado (de ahí su carácter reaccional) y, por tanto, no ciñéndose al específico mandato normativo ni a la relación jurídica-administrativa. De este modo, el ciudadano podría exigir judicialmente a la Administración una serie de pretensiones. En primer lugar, es obvio que el administrado puede demandar el que la Administración se abstenga de realizar una actividad que suponga una limitación injustificada a la práctica deportiva o un daño sobre el mismo principio (acción inhibitoria). Del mismo modo, producido el daño, tal derecho permite articular una acción de responsabilidad patrimonial objetiva de la Administración por haber incumplido, por acción u omisión, los mandatos que la ley impone (acción de resarcimiento). Por otra parte, sobre la base de este derecho también se podría pretender que la Administración tomara las medidas necesarias en el caso de que las condiciones de instalaciones, servicio público, equipamientos, educación, etc., estuvieran por debajo de los niveles que la sociedad impone en un momento determinado.
2.- Legislación estatal deportiva.

A) Características principales de la Ley 10/1990, del deporte y su desarrollo reglamentario.

Con anterioridad a la Ley 10/1990, la Ley 13/1980, de 31 de marzo, General de la Cultura Física y del Deporte, fue el primer texto promulgado tras la aprobación de la Constitución que cumplía con el mandato de la propia Carta Magna de fomentar la actividad deportiva y que además tenía una pretensión de regular con carácter general varios de los aspectos relacionados con la misma. No obstante, aun con la valoración positiva que mereció dicha Ley, lo cierto es que era necesaria su reforma por varios motivos. Por un lado porque era imprescindible un nuevo marco competencial tras el proceso autonómico que implicaba un mayor peso de las Comunidades Autónomas. Y por otro, había que adaptar la normativa vigente a las nuevas exigencias y retos de la actividad deportiva, que principalmente se proyectaba en tres problemas. En primer lugar, se debía de tener en cuenta que en poco tiempo se había evolucionado hacia un incremento del deporte como fenómeno de masas con mayores repercusiones sociales y que llevaban implícito a su vez otras problemáticas, como por ejemplo: la violencia en los espectáculos deportivos, la disciplina deportiva, el deporte de alto nivel, etc. En segundo término, porque cada vez va tomando mayor importancia la salud en el deporte, y fundamentalmente todo lo relacionado con el dopaje y el deporte como instrumento de salud pública. Y en tercer lugar, porque existían problemas de índole económico que había que resolver sin demora. En concreto, la inadaptación de las anteriores estructuras asociativas a la nueva cultura empresarial que van asumiendo las asociaciones y clubes deportivos, y que desemboca en una grave crisis a finales de los años 90 con un gran déficit económico en las asociaciones deportivas, principalmente en los clubes profesionales de fútbol y baloncesto. Todo ello precisa de una nueva estructura de gestión que se adapte a la competencia en el mercado y sea capaz de asumir responsabilidades mercantiles. 

Como consecuencia de todas estas necesidades surge la actual Ley 10/1990, de 15 de octubre, del deporte. Si realizamos un análisis del texto la primera de las características que debemos de apuntar es que, si bien la Ley supone una intervención pública sobre la actividad deportiva diseñando un marco jurídico estatal de referencia, lo cierto es que también ofrece altas cotas de libertad entre los sujetos implicados. Es bien evidente, por ejemplo, la extensa variedad en la estructura y tipología del asociacionismo deportivo, pues se ofrecen diversas modalidades de asociación en función de las necesidades del ciudadano, o también el nivel competencial que asumen las federaciones que con una base privada se les encomienda el ejercicio de funciones públicas, etc.


Respecto al ámbito competencial, la Ley tiene una vocación de respecto a las competencias autonómicas recogidas en el art. 148.1.19 CE que atribuye a estas Administraciones la promoción del deporte. Sin embargo, el legislador fue consciente que existían otros títulos en la Constitución que también repercutían en el deporte y que justificaban una intervención estatal. Así, por ejemplo, la protección de la salud, la educación, legislación mercantil. También existían ámbitos que exceden de las competencias autonómicas y que requerían de una normativa estatal: las competiciones estatales e internacionales, la estructura administrativa deportiva básica estatal, como Federaciones nacionales, Ligas Profesionales, el Consejo Superior de Deportes, etc. 


No obstante, si existe un ámbito al que la Ley dedica una especial atención es la regulación del asociacionismo deportivo y ello por una razón fundamental: se pretende encontrar la estructura perfecta asociativa para cada necesidad de práctica deportiva, con cuatro grandes vectores de intervención. 

Por un lado, se desea fomentar un asociacionismo de base que facilite la agrupación de ciudadanos que deseen realizar un deporte convirtiendo así la práctica deportiva en un fenómeno social. De ahí que se regulen estructuras asociativas con gradual complejidad en función de las necesidades deportivas, de gestión y de socios como el club elemental, con reducidas formalidades para su constitución, o el club básico que requiere de mayores requisitos, pensado para la competición no profesional. Además, la ley reconoce dos figuras más asociativas: la Agrupación de Clubes y los Entes de Promoción deportiva. Ambas tienen una pretensión organizativa supraautonómica y obedecen a finalidades distintas: la primera trata de fomentar actividades físicas o modalidades deportivas no incluidas en las Federaciones, y la segunda la promoción de practicas deportivas o actividades físicas con un carácter lúdico, formativo o social.

Por otra parte, la nueva estructura asociativa pretende adaptarse a la nueva dimensión empresarial en la que entran los clubes profesionales, trasformando estos últimos en sociedades anónimas deportivas, que sin dejar de estar inspiradas en las clásicas sociedades anónimas reguladas por la legislación mercantil, sin embargo, reciben una regulación especial para adecuarlas a las concretas particularidades del ámbito deportivo.

En tercer lugar, la Ley otorga a las Federaciones deportivas un papel preponderante en la funcionamiento y tutela deportiva. Siguiendo la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo reconoce su naturaleza de base privada a la que se le confieren la ejecución de unas funciones públicas relativas a la autoorganización, vigilancia, control y protección de la práctica de cada modalidad deportiva, incluida la competición y la potestad disciplinaria.

Por lo demás, la Ley crea otro modelo asociativo de importancia que es la Liga Profesional, de notable inspiración norteamericana. Este organismo, se integra en el seno de cada Federación deportiva y lo conforman los clubes o sociedades anónimas que participen en competiciones oficiales profesionales. Además se les reconoce una autonomía funcional propia para la organización de sus propias competiciones en coordinación con la respectiva Federación. 

En otro orden de cosas, la ley también se preocupa por otros aspectos de importancia en la actividad deportiva. Se profundiza en la protección y fomento del deporte de alto nivel estableciendo un régimen jurídico específico. También se disponen detalladamente medidas contra el dopaje que abarcan desde los procedimientos de control hasta las sanciones que puede acarrear su práctica, y la creación de una comisión Nacional contra el Dopaje. Además, tras apreciarse un incremento de la violencia en los espectáculos deportivos, el texto establece un régimen de sanciones cuyo objetivo es reprimir los comportamientos violentos y agresivos o que inciten a ello, incluyendo incluso la prohibición de emblemas o leyendas que atenten contra principios y derechos constitucionales. Como organismo de control de esta patología se crea la Comisión Nacional contra la violencia. Se regula el movimiento olímpico a través de los Comités Olímpico y Paralímpico Español. Y por último, el texto también fija las bases del régimen disciplinario deportivo que deberá ser desarrollado por las distintas Federaciones y estructuras asociativas, fijando un sistema de organismos disciplinarios en cada Federación y dejando la última instancia administrativa en el Comité Español de Disciplina Deportiva.

Con estos objetivos y regulaciones, la ley pronto recibió su desarrollo reglamentario. Así debemos destacar: 

· RD 2075/1982, de 9 de julio, sobre actividades y representaciones deportivas internacionales (todavía en vigor)

· RD 1835/1991, de 20 de diciembre, de federaciones deportivas españolas y registro de asociaciones deportivas

· RD 1591/1992, de 23 de diciembre, de disciplina deportiva;

· RD 769/1993, de 21 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento para la prevención de la violencia en los espectáculos deportivos.

· RD 255/1996, de 16 de febrero, por el que se establece el régimen de infracciones y sanciones para la represión del dopaje

· RD 1467/1997, de 19 de septiembre, de deportistas de alto nivel, 

· RD 286/1999, de 22 de febrero, de estructura orgánica y funciones del Consejo Superior de Deportes

· RD 1251/1999, de 16 de julio, de Sociedades Anónimas Deportivas 

Por último, tan solo indicar que la Ley del deporte de 1990 ha sufrido ya cuatro modificaciones de diferente intensidad: las primeras por la Ley 31/1990, de 27 de diciembre y Ley 43/1995, de 27 de diciembre, y posteriormente a través de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, y de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, que han incidido sobre algunos aspectos de su texto, como por ejemplo, las competencias o régimen jurídico de algunos órganos administrativos, como el Consejo Superior de Deportes, o las Sociedades Anónimas Deportivas, el Comité Paralímpico; también el régimen disciplinario deportivo y de represión de la violencia, etc.

B) Otras normativas relacionadas con el deporte.

Teniendo en cuenta que la actividad física y deportiva afecta a diferentes ámbitos de la actividad pública, existen otros textos normativos que regulan materias diferentes materias de incidencia deportiva. 

Así, por ejemplo, en materia de retrasmisiones deportivas es de destacar la Ley 21/1997, de 3 de julio de emisiones y retrasmisiones de competiciones y acontecimientos deportivos, que fija, entre otras cosas, los eventos deportivos considerados de interés público y que deben de retransmitirse siempre en abierto excluyendo cualquier otra forma de difusión que implique un cobro de cantidad para el espectador. 

También supuso toda una innovación, sobre todo si comparemos la normativa de los países de nuestro entorno, la aprobación del RD 1006/1985, de 26 de junio, por el que se regula la relación laboral especial de los deportistas profesionales, adaptando un régimen jurídico laboral a las especiales características del mundo profesional deportivo: corta vida laboral del deportista, régimen de traspasos y cesiones, jornada laboral, tiempos de descanso, cláusulas de rescisión del contrato, etc.

En el ámbito educativo, destaca la aparición de la titulación específica universitaria de Educación Física a través del RD 1423/1992, de 27 de noviembre, de incorporación de las enseñanzas de Educación Física a la Universidad.

Por último, hay que hacer referencia a una serie de normas tributarias que tratan de fomentar la inversión en el deporte y, en general, persiguen que la fiscalidad no sea un obstáculo o que desincentive la actividad y el asociacionismo deportivo. Así, por ejemplo, se fijan deducciones sobre el impuesto de sociedades de las cantidades satisfechas en concepto de donación a Federaciones (Ley 43/1995, de 27 de diciembre, por el que se regula el impuesto sobre sociedades), o la fiscalidad ventajosa de las entidades sin fines lucrativos y de fomento del mecenazgo (Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales del mecenazgo), también la exención de la renta de determinadas ayudas a deportistas de alto nivel, o el régimen especial de los derechos de imagen (Ley 40 /1998, de 9 de diciembre, por el que se regula el impuesto sobre la renta de las personas físicas y otra normas tributarias), o la exclusión del impuesto sobre el valor añadido de determinadas operaciones relacionadas con el deporte (Ley 37/1992, de 28 de diciembre, por el que se regula el impuesto sobre el valor añadido).

3.- El Estatuto de Autonomía valenciano, la Ley 4/1993, de 20 de diciembre, del deporte de la Comunidad Valenciana y su desarrollo reglamentario. 

Tras la reforma operada en el año 2006 del Estatut d’Autonomia de la Comunitat Valenciana de 1982, el nuevo artículo 49.28ª establece la competencia exclusiva de la Generalitat en «deporte y ocio». Destaca por tanto, la supresión de la referencia concreta a la «promoción» del deporte y el ocio que establecía el anterior texto estatutario. Este cambio parece obedecer a la intención del legislador valenciano de asumir mayores competencias en esta materia, de manera que estableciendo una alusión general a la competencia exclusiva en deporte se pretende ejercer un ejercicio competencial global e integral que vaya más allá de las implicaciones que pueda suponer la simple promoción del deporte. En todo caso, fruto del mandato del Estatuto de 1982, se dictó la Ley 4/1993, del deporte de la Comunidad Valenciana. Este texto estuvo inspirado profundamente en la Ley estatal del deporte de 1990, si bien introdujo algunas peculiaridades propias, más allá del hecho diferencial que supone el reparto competencial entre Administraciones. Entre estas particularidades propias debemos destacar las siguientes.

En primer lugar, en ejercicio de las competencias autonómicas diseñaba un régimen de asociacionismo deportivo un tanto distinto al del Estado. Introducía una figura asociativa denominada los grups d’esplai en lugar del club elemental, y mantenía un régimen similar para el club deportivo, la sociedad anónima deportiva y las Federaciones autonómicas. A resaltar, es la inclusión de otra forma asociativa: las Secciones Deportivas de otras entidades privadas cuyo fin social no sea únicamente el deportivo. Se abría la puerta así a que asociaciones tradicionales como asociaciones de vecinos, fallas, clubes culturales, etc., pudieran crear en su seno secciones para la práctica de una modalidad deportiva. 

También llamaba la atención la explícita atribución de competencias tanto para la propia Generalitat Valenciana, como principalmente para los municipios. Para la Generalitat, las competencias relativas al deporte se llevarían a cabo desde la correspondiente Conselleria y su Dirección General de Deportes, creando además el Consell Valencià de l’Esport como máximo órgano consultivo, informativo y asesor. Y en cuanto al ámbito municipal se procuraba el establecimiento a nivel local de un servicio público deportivo y el fomento del asociacionismo de base. Se salva así el tradicional abandono competencial sobre estas Administraciones que había dispensado tanto la ley del deporte del Estado, como las leyes de régimen local, estableciendo además una planificación de infraestructuras necesarias para la práctica deportiva.

En cuanto a la potestad sancionadora, la Ley valenciana de 1993, a la imagen de la Ley del Estado, establecía un catálogo de infracciones y sanciones destinadas a reprimir la violencia, además de un régimen disciplinario deportivo. A este último respecto, además de la estructura de los organismos disciplinarios federativos, se creaba el Comité Valencià de Disciplina Esportiva como órgano supremo decisor en estas cuestiones que agota la vía administrativa.

Por último, el texto también abordaba otros tantos apartados diversos como la tipología de actividades deportivas, competiciones, licencias deportivas, titulaciones deportivas, deporte escolar y universitario, régimen de subvenciones, protección al usuario de instalaciones deportivas a través de medidas informativas, etc. 

En cuanto a su desarrollo reglamentario, se promulgó el Decreto 145/1997, de 1 de abril, por el que se regula el Comité Valenciano de Disciplina Deportiva: el Decreto 60/1998, de 5 de mayo, de normas reguladoras de las Federaciones Deportivas (modificado por el Decreto 156/2002, de 17 de diciembre).

El recorrido y efectos de esta Ley valenciana del deporte de 1993 sobre la población hay que valorarlo positivamente. Sobre todo si tenemos en cuenta que tras la aprobación del Estatuto de Autonomía era la primera vez que nuestra comunidad se decidía a regular el deporte en un texto legal integral. La Ley ha permitido consolidar todo el engranaje deportivo tanto a nivel competitivo como de ocio, asentando el papel de las federaciones, fomentando la aparición de clubes deportivos y todo ello bajo la tutela de la Administración autonómica a través del órgano competente Consell Valencià de l’Esport. 
4.-  La Ley 2/2011, de 22 de marzo, de la Generalitat, del Deporte y la Actividad Física de la Comunitat Valenciana.
Tras este periplo, en 2011, el legislador valenciano sustituye la Ley del deporte de 1990 por la Ley 2/2011, de 22 de marzo, de la Generalitat, del Deporte y la Actividad Física de la Comunitat Valenciana. Se trata de una reforma del deporte valenciano, que sin ser ampliamente demandada, había sido varias veces anunciada sin llegar nunca a producirse. Finalmente, les Corts decidieron aprobar una ley que ha introducido algunas novedades.  
El texto contiene una parte marcadamente programática y lírica referente principalmente a los derechos de los ciudadanos deportistas, deporte universitario, protección del deportista de élite, dignificación del título de licenciado en educación física, deporte escolar, servicios públicos municipales, control sanitario, etc., que sin medidas concretas de ejecución, ni consignaciones presupuestarias que lo acompañen no pasa de ser un mero flatus vocis de los que tanto abundan en las modernas legislaciones. En el apartado más dispositivo, se ha producido una reorganización de la estructura administrativa, haciendo descargar todo el peso de la ejecución de las políticas deportivas de la Generalitat en el Consell Valencià de l’Esport, antiguo órgano consultivo que ahora pasa a tener funciones puramente ejecutivas. Como canal de participación y órgano consultivo se crea el Consell Assessor de l’Esport  que tratará de aunar todas las sensibilidades de los operadores deportivos. Además se ha introducido un régimen sancionador respecto a la violencia en los espectáculos deportivos que probablemente entre en conflicto con el régimen sancionador que ya establece la legislación estatal sobre la materia, sobre todo en lo relativo al bis in idem. También se ha suprimido el Comité Valenciano de Disciplina Deportiva para ser sustituido por el Tribunal del Deporte de la Comunidad Valenciana, aunque con las mismas competencias. También merece destacarse en este primer análisis el cambió en el régimen del asociacionismo deportivo, tanto en los requisitos de constitución y registro de las distintas entidades deportivas, como en la propia tipología de entidades deportivas.
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